Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un escrito de la ciudadana Norma Arizpe y Banda Montantes, mediante el cual promovió una denuncia de juicio político en contra del Licenciado Sergio Gama Domínguez, en su carácter de Delegado de la Procuraduría General de Justicia del Estado en la Región Centro, y en contra de quien o quienes resulten responsables de los hechos señalados en su denuncia y que considera constitutivos de delito.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un escrito de la ciudadana Margarita Minor Castro, mediante el cual denunció que la administración del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila, se ha negado a dar cumplimiento a un laudo emitido por el tribunal de conciliación y arbitraje para los trabajadores al servicio de los poderes del estado y de los municipios, solicitando, asimismo, que este Congreso investigara los hechos que considera constitutivos de delito.

Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un escrito de los ciudadanos Jesús Humberto de la Garza Cárdenas, Julio Alejandro Martínez Martínez, Adriana Consuelo Pérez Salinas, Hexiquio Gómez Ambriz, Gabriela López Villarreal, Jorge Arturo Rosales Saade y Jesús Humberto González de León, Regidores y Síndico de Vigilancia del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, mediante el cual hacen del conocimiento de este Congreso, hechos que consideran contrarios a la legalidad, ocurridos en una sesión de cabildo efectuada el 8 de octubre de 2004.

Dictámenes con Puntos de Acuerdo:

Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado Ramón Díaz Avila del Partido del Trabajo, sobre “Informe de las obras realizadas y a realizarse con los recursos destinados al estado, producto de los excedentes en los precios del petróleo del ejercicio fiscal anterior”.
Dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo Social, con relación a la proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado Samuel González Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, sobre “El maremoto en el sur de Asia”.

Dictamen presentado por la Comisión de Justicia, con relación a la proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción Nacional y del Partido Unidad Democrática de Coahuila, sobre “Caso de la niña Fanny desaparecida en Torreón”.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, en relación al escrito de la C. Norma Arizpey Banda  Montantes, mediante el cual promueve denuncia de Juicio Político en contra del C. Lic. Sergio Gama Domínguez, en su carácter de Delegado de la  Procuraduría General de Justicia del Estado en la Región Centro del Estado; y, en contra de quien o quienes resulten responsables por los hechos que establece en su denuncia y que considera constitutivos de delito; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso con fecha 21 de octubre del año en curso,  se dispuso turnar la denuncia presentada por la C.  Norma Arizpey Banda Montantes, a esta Comisión, para los efectos procedentes.

SEGUNDO. En su escrito de fecha, 30 de septiembre de 2003 ( sic ) la C. Norma Arizpey Banda Montantes, manifiesta que con fecha 7 de septiembre del pasado año, después de haber sido injusta y arbitrariamente detenida por elementos de Seguridad Pública Municipal, fue indebidamente consignada ante el C. Agente Investigador del Ministerio Público como presunta responsable en la comisión de los delitos de Resistencia de Particulares, Ultrajes a la Autoridad, Conducción de Vehículo en Estado Indebido y los que resulten. Sostiene que su detención fue indebida porque al momento de su detención no se resistió ni ultrajó a la autoridad y mucho menos andaba en estado de ebriedad.

Añadió que con fecha 22 de enero del año en curso presentó formal denuncia en contra del C. Alejandro Celaya Ramos, quien funge como Director de Seguridad Pública Municipal, por estimar que con su actuación incurrió en la comisión de los delitos de Ejercicio Indebido de Funciones Públicas y Usurpación de Funciones Públicas, ya que no consignó al C. Dionisio Méndez Fuentes, autor del  mismo tipo de delitos que los que le imputaron a ella, amen de que autorizó su liberación y la entrega del vehículo de su propiedad, actuando de ese modo ilícitamente al ejercer funciones que no son de su competencia.

Manifiesta también que desde que Gama Domínguez asumió el cargo de Delegado Regional de Procuraduría General de Justicia, convirtió a los Ministerios Públicos ( sic ) en una “ fabrica de delincuentes forzados ” capaces de detener a personas, secuestrarlas, violentar sus derechos, rendir informes falsos a las autoridades federales, manipular declaraciones de testigos, inducir falsos testimonios, retrasar, acelerar o no consignar averiguaciones según su conveniencia, todo lo cual, considera, se justifica con los anexos que acompaña como prueba de su denuncia; y,

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, inciso 1 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  Por lo que a la exigencia de responsabilidad mediante la incoación de un juicio político en contra del C. Licenciado Sergio Gama Domínguez en su carácter de delegado de la Procuraduría General de Justicia en la Región Centro  y de quien o quienes resulten responsables por los hechos que la denunciante C. Norma Arizpey Banda Montantes, considera constitutivos de delito; la doctrina y la ley misma han establecido  cuatro clases de responsabilidad que son: política, penal, administrativa y civil.

La responsabilidad política se produce por todas aquellas conductas de los servidores públicos que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

Se incurre en responsabilidad penal cuando el servidor público, en el ejercicio de su encargo, realiza una conducta tipificada por la ley como delito.

Existe responsabilidad administrativa, cuando el servidor público, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con su conducta contraviene las obligaciones contenidas en la ley que ha conculcado y que atentan en contra de la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo.

La legalidad es un principio “ intuitu actu ” y el principio de responsabilidad lo es “ intuitu personae”. El primero somete al órgano del Estado en sí mismo como ente despersonalizado; y el segundo, al individuo que lo personifica o encarna.

Finalmente, desde un punto de vista de la responsabilidad civil, el Estado y los municipios tienen la obligación de responder  por sus trabajadores, empleados o funcionarios, en el ejercicio de las actividades o labores que les estén encomendadas.

Ahora bien,  por juicio político debe entenderse todo aquel procedimiento materialmente jurisdiccional de carácter político, instaurado por el Congreso en contra de algún servidor público de los mencionados en el artículo 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, por la omisión o comisión de conductas  que  redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

Igualmente, el Congreso del Estado es competente para resolver sobre la “ Declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal ” para efecto de separar a determinados servidores públicos de su cargo, quienes quedarán a disposición de la autoridad competente, para que proceda conforme a la legislación de la materia.

La responsabilidad administrativa es aquella en la que incurren los servidores públicos  cuando en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, su conducta contravenga las obligaciones que de manera genérica le impone el artículo 52 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila y de las específicas que para cada caso establecen las leyes en particular, sobre todo las que tienen un contenido administrativo y regulan la función del Poder Ejecutivo, y el procedimiento correspondiente lo desarrollará la Contraloría Estatal, o los Órganos de Control Municipal o de los Poderes Legislativo y Judicial.

Finalmente, la responsabilidad civil se producirá  por los daños y perjuicios que ocasionen los servidores públicos,  empleados, trabajadores o funcionarios en el ejercicio de las labores o actividades que les estén encomendadas, y se hará valer antes las autoridades judiciales competentes.

Establecido lo anterior, esta Comisión se avoca en los términos del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila,  al análisis de los hechos aducidos por la denunciante Norma Arizpey Banda Montantes en contra del C. Licenciado Sergio Gama Domínguez, en su carácter de Delegado Regional de la Procuraduría General de justicia del Estado en la Región Centro y en contra de quien o quienes resulten responsables.

El precepto en cuestión literalmente establece:

ARTICULO 14.- Cualquier ciudadano bajo su más estricta responsabilidad y presentando los elementos de prueba correspondientes, podrá formular por escrito denuncia, fundada y motivada, ante el Congreso del Estado por las conductas de los servidores públicos a que se refiere el artículo 6o. de la presente Ley.

Presentada la denuncia, y ratificada que sea ésta dentro de los tres días naturales de la fecha de su presentación, se turnará con la documentación correspondiente, a la Comisión de Puntos Constitucionales y Gobernación, para que dictamine si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas, en el artículo 8o.; y si el inculpado esta comprendido entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 6o. de esta Ley; así como si la denuncia es procedente, y por lo tanto amerita la incoación del procedimiento.

Una vez acreditados estos supuestos, la denuncia se turnará a la Comisión Instructora. En caso contrario, declarará su improcedencia archivándose el expediente. Las denuncias anónimas o que no están suscritas o ratificadas por el denunciante, no producirán ningún efecto.

El artículo 6° a que alude el precepto antes trascrito, textualmente dispone:

ARTICULO 6o.- Son sujetos de juicio político: los Diputados del Congreso del Estado; el Gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los Concejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales y los consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila.

Ahora bien, conforme al artículo 2° de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Coahuila, el Ministerio Público, sus auxiliares y apoyos jurídicos, administrativos y técnicos estarán organizados en una dependencia de la administración pública que se denominará Procuraduría General de Justicia del Estado y conforme a la fracción V del artículo 15 de la ley en cita, el Procurador, se auxiliará con Agentes del Ministerio Público, directores generales y de área, delegados, subdelegados, subdirectores, jefes y subjefes de departamento, coordinadores, supervisores, visitadores, agentes de la Policía Ministerial, peritos y demás servidores públicos que establezcan los Reglamentos que emanen de ésta Ley, así como los órganos y unidades administrativas y técnicas, que también establezcan dichos Reglamentos, los cuales precisarán el número de ellos y las atribuciones que les correspondan.

Así las cosas, una interpretación sistemática de los artículos 6° y 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila,  nos lleva a la conclusión de que el C. Licenciado Sergio Gama Domínguez,  como delegado  de la Procuraduría General de Justicia, es un auxiliar de esa institución y no puede ser sujeto de juicio político por no estar incluido dentro de los servidores públicos que la ley sujeta a la responsabilidad política, por lo que en los términos del artículo 50 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, será la Contraloría Interna de la Procuraduría, quien previo el procedimiento correspondiente establecido por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en su caso,  imponga las sanciones a dicho servidor público.

Lo propio puede predicarse respecto de la denuncia que hace la C. Norma Arizpey Banda Montantes en contra de quien o quienes resulten responsables, pues un procedimiento de responsabilidad política no puede incoarse en contra de quien o quienes resulten responsables, sino que tiene que denunciarse concretamente a un servidor público, que en tratándose de la Procuraduría General de Justicia, puede ser el mismo Procurador General de Justicia o los Subprocuradores de justicia, lo anterior, en consideración a la enumeración hecha en el artículo 6°, y a lo dispuesto en el artículo 14, que impone a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales no sólo dictaminar si la conducta atribuida al servidor público corresponde a las enumeradas en el artículo 8°, sino también establecer si el inculpado, - que será un servidor público determinado,- está comprendido dentro de los servidores públicos a que se refiere el ya citado artículo 6°; luego, el precepto no deja lugar a dudas en cuanto que la denuncia tiene que ser hecha precisamente en contra de un servidor público específico para efecto de que la Comisión pueda determinar si está o no comprendido dentro de los que enumera el artículo 6°.

Lo anterior encuentra apoyo doctrinal en cuanto, como ya se asentó, la legalidad es un principio          “ intuitu actu ” y el principio de responsabilidad lo es “ intuitu personae”. El primero somete al órgano del Estado en sí mismo como ente despersonalizado; y el segundo, al individuo que lo personifica o encarna.

Establecido lo anterior, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales se declara incompetente para incoar juicio político en contra del C. Licenciado Sergio Gama Domínguez, en su carácter de Delegado de la Procuraduría General de Justicia en la región centro y de quien o quienes resulten responsables, por no estar el supuesto dentro del artículo 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila. 

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión somete a la consideración de esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, el siguiente:

DICTAMEN

PRIMERO. Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales se declara incompetente para incoar juicio político en contra del C. Licenciado Sergio Gama Domínguez en su carácter de delegado de la Procuraduría General de Justicia de la Región Centro  y de quien o quienes resulten responsables, por no estar el supuesto comprendido dentro del artículo 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila.

SEGUNDO. Notifíquese lo anterior a la C. Norma Arizpey Banda Montantes mediante copia certificada que del presente dictamen expida la Oficialía Mayor de este Congreso y envíese por correo certificado al domicilio indicado para ello, que se ubica en Juárez Sur 409 Interior 3 Zona Centro, de la Ciudad de Monclova, Coahuila, por conducto de los C. C. Lics. Jesús Flores Sosa, Aída Margarita Guardiola Ramírez, Pedro Peña Zamora, Sergio Elizondo Narváez, Tomás Zavala de los Santos y Teodoro Jaime Flores Gutiérrez, autorizados para oír y recibir notificaciones a nombre de la denunciante.   

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., diciembre 6 de 2004

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Tamez Cuellar    

            Coordinador

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros
Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Jesús de león Tello

Dip. Fernando Salazar Fernández
Dip. Mary Thelma Guajardo Villarreal.

Dip. Evaristo Lenin Pérez rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, en relación al escrito de la C. Margarita Minor Castro, mediante el cual denuncia que la Administración del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila, se ha negado a dar cumplimiento a un Laudo emitido por el Tribunal de Conciliación  y Arbitraje Para los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado y de los Municipios y solicita de este Congreso se inicie una investigación sobre los hechos que considera constitutivos de delito; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso con fecha 21 de octubre del año en curso,  se dispuso turnar la denuncia presentada por la C.  Margarita Minor Castro, a esta Comisión, para los efectos procedentes.

SEGUNDO. En su escrito de fecha 4 ( cuatro ) de octubre del año en curso, la C. Margarita Minor Castro, manifiesta que con fecha 11 de mayo de 2004, se pronunció por el Tribunal de Conciliación y Arbitraje Para los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado y de los Municipios, un Laudo por el que se ordenó al R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila a reinstalarla en el puesto que venía desempeñando y a cubrirle la cantidad de $ 901.60 como salario devengado en los primeros diez días del mes de marzo de 1999 y a pagarle salarios caídos a razón de $ 90.16 ( Noventa Pesos 16/100 M. N. ) diarios desde el once de marzo de 1999 hasta la fecha de ejecución del laudo pronunciado en su favor, así como a entregarle los uniformes correspondientes al año de 1999.

Añadió que la Administración del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, presidida por el Lic. Guillermo Anaya Llamas se ha negado a dar cumplimiento al referido laudo, por lo que solicita a esta Soberanía se inicie la investigación correspondiente sobre hechos constitutivos de delito, así como de las violaciones a sus derechos humanos; y,

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, inciso 1 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  En virtud de que la C. Margarita Minor Casto, se duele de que el R. Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila, presidido por el C. Lic. Guillermo Anaya  Llamas, se ha negado a dar cumplimiento a un Laudo pronunciado por el Tribunal de Conciliación y Arbitraje Para Los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado y de los Municipios y toda vez que conforme al Estatuto Jurídico Para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, es la institución antes mencionada la encargada de velar por el cumplimiento de sus determinaciones, hágase del conocimiento de dicha dependencia la queja presentada por la C. Margarita Castro Minor, para que de conformidad con lo establecido en los artículos 207 y 208 de la ley en consulta, proceda a dictar las medidas conducentes para el debido cumplimiento de su determinación.

Por lo que respecta a la investigación correspondiente sobre hechos constitutivos de delito, por disposición del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la investigación y persecución de los delitos se encuentra reservada al Ministerio Público, el cual se auxiliara de la policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato, razones estas por las que esta Comisión se estima incompetente para asumir funciones propias del Ministerio Público.

En otro orden de ideas, si la pretensión de la denunciante es la incoación de un Juicio Político en contra del C. Presidente Municipal del Municipio de Torreón, Coahuila, por hechos que estima delictuosos, a fin de que se haga la declaración de procedencia correspondiente, no solamente debe precisar cuales son los hechos, sino establecer el delito o delitos que estima fueron cometidos por la autoridad, aportar las pruebas conducentes para acreditarlo o acreditarlos y ratificar su denuncia; y, como nada de esto aconteció, no es el caso de formular una declaración de procedencia en contra de la autoridad antes mencionada.

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión somete a la consideración de esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO.- Hágase del conocimiento del Tribunal de Conciliación y Arbitraje para los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado, la queja presentada por la C. Margarita Castro Minor, en contra del R. Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila, quien por conducto de su Presidente Municipal se niega a dar cumplimiento a un Laudo emitido por dicho Tribunal, para que de conformidad con lo establecido en los artículos 207 y 208 de la ley en consulta, proceda a dictar las medidas conducentes para el debido cumplimiento de su determinación.

SEGUNDO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales se declara incompetente para iniciar la investigación de hechos que la denunciante estima constitutivos de delito, por ser esta una facultad constitucionalmente atribuida al Ministerio Público. 

TERCERO.-  Por las razones expuestas, no ha lugar a hacer un pronunciamiento sobre Declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal en contra del C. Lic. Guillermo Anaya Llamas,  Presidente Municipal de Torreón, Coahuila.

CUARTO.  Notifíquese lo anterior a la C. Margarita Minor Castromediante copia certificada del presente dictamen que expida la oficialía Mayor de este Congreso y envíese por correo certificado al  domicilio indicado para ello, que se ubica en Puerto Escondido # 4464, Colonia Nueva California, en la Ciudad de Torreón, Coahuila.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., diciembre 6 de 2004

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Tamez Cuellar  

            Coordinador

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros
Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Jesús de león Tello

Dip. Fernando Salazar Fernández
Dip. Mary Thelma Guajardo Villarreal.

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, en relación al escrito de los C. C. Jesús Humberto de la Garza Cárdenas, Julio Alejandro Martínez Martínez, Adriana Consuelo Pérez Salinas, Hexiquio Gómez Ambriz, Gabriela López Villarreal, Jorge Arturo Rosales Saade y Jesús Humberto González de León, Regidores y Síndico de Vigilancia del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, respectivamente, mediante el cual hacen del conocimiento de este Congreso, hechos que consideran contrarios a la legalidad, ocurridos en una sesión de cabildo efectuada el día 8 de octubre del año en curso, designando como representantes comunes a los C. C. Jorge Arturo Rosales Saade y Julio Alejandro Martínez Martínez y señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el edificio de la Presidencia Municipal de Saltillo, ubicado en Boulevard Francisco Coss y Álvaro Obregón de esta ciudad. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso con fecha 21 de octubre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión el escrito de los C. C. Jesús Humberto de la Garza Cárdenas, Julio Alejandro Martínez Martínez, Adriana Consuelo Pérez Salinas, Hexiquio Gómez Ambriz, Gabriela López Villarreal, Jorge Arturo Rosales Saade y Jesús Humberto González de León, Regidores y Síndico de Vigilancia del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, respectivamente, mediante el cual hacen del conocimiento de este Congreso, hechos que consideran contrarios a la legalidad, ocurridos en una sesión de cabildo efectuada el día 8 de octubre del año en curso.

SEGUNDO. En su escrito de fecha 11 de octubre de 2004, manifiestan los denunciantes que con fecha ocho de dicho mes, se llevó a cabo sesión extraordinaria de Cabildo, con el único punto de orden del día de tratar lo relativo al aumento en la tarifa del transporte público de nuestra ciudad. Añaden que una vez que se pasó lista de presentes por la Secretaria del Ayuntamiento, se declaró que quórum legal de asistencia con 17 miembros de un total de 19. Hecho lo anterior el c. Regidor Agustín Ramos Arizpe, solicitó se aprobara el aumento de la tarifa general de transporte colectivo de $ 4.00 a $ 4.50 pesos.

Manifiestan los denunciantes que el c. Síndico de mayoría Armando García Narro, solicitó al pleno del cabildo se diera lectura a la interpretación del artículo 95 del Código Municipal, petición que fue rechazada por no formar parte de la orden del día. A su vez el C. Regidor Julio Martínez Martínez, solicitó se informara si el dictamen leído modifica o revoca el que  ya había sido votado respecto a la renovación de la tarifa del transporte, contestando el C. Regidor Agustín Ramos Arizpe, que se trata de un nuevo dictamen; lo anterior a pesar de que el acuerdo tomado inicialmente no ha sido revocado, por lo que existen dos acuerdos sobre el mismo tema y ambos son ilegales. Finalmente se aprobó el acuerdo con ocho votos a favor, siete en contra y dos abstenciones, para un total de diecisiete votos, declarándose válida la propuesta y aprobada por una supuesta mayoría simple.

CONSIDERANDO 

ÚNICO.- Les asiste la razón a los denunciantes cuando con apoyo en criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, afirman que las autoridades no tienen más facultades que las que les otorga la ley, pues de no ser así su actuación se tornaría arbitraria por carecer de un fundamento legal, el criterio antes mencionado dice textualmente:

Quinta Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Apéndice de 1995

Tomo: Tomo VI, Parte SCJN

Tesis: 100

Página:    65

“AUTORIDADES.  Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.”

Quinta Epoca:

Amparo en revisión 2547/21. Compañía de Tranvías, Luz y Fuerza de Puebla, S. A. 12 de mayo de 1923. Unanimidad de once votos.

Amparo en revisión 778/23. Velasco W. María Félix. 3 de agosto de 1923. Mayoría de diez votos.

Amparo en revisión 228/20. Caraveo Guadalupe. 20 de septiembre de 1923. Unanimidad de once votos.

Tomo XIV, pág. 555. Amparo en revisión. Parra Lorenzo y coag. 6 de febrero de 1924. Unanimidad de once votos.

Amparo en revisión 2366/23. Cárdenas Francisco V. 23 de julio de 1924. Mayoría de ocho votos.

Así las cosas, el análisis de la regiduría y la sindicatura de vigilancia y sus facultades, resulta premisa indispensable para el estudio de la denuncia propuesta.

El Código Municipal vigente, en sus artículos 34 y 35 establece quienes son los regidores y quien es el sindico de vigilancia, dichos preceptos literalmente dicen:

“ ARTÍCULO 34. Los regidores son los miembros del Ayuntamiento encargados de gobernar y administrar, como cuerpo colegiado, al municipio. En lo individual no tienen facultades decisorias pues éstas corresponden al Ayuntamiento sesionando colegiadamente como Cabildo y al presidente municipal en aquellas materias que el Ayuntamiento le delega. En general, no tienen facultades ejecutivas pues éstas están delegadas en el presidente municipal. Sin embargo, en lo individual son consejeros y auxiliares del presidente municipal y deben cumplir con las comisiones que les asigne el Ayuntamiento en los diferentes ramos de la administración.”

“ARTÍCULO 35. El síndico es el integrante del Ayuntamiento encargado de vigilar los aspectos financieros del mismo, de procurar y defender los intereses del municipio y representarlo jurídicamente.

(ADICIONADO, P.O. 16 DE NOVIEMBRE DE 2001)

En la integración de todo Ayuntamiento deberá existir por lo menos un síndico para la mayoría y, en su caso, la primera minoría contará con un síndico de vigilancia en los términos que establezca este Código y la ley de la materia.

(ADICIONADO, P.O. 16 DE NOVIEMBRE DE 2001)

En caso de que se elija al síndico de vigilancia de la primera minoría en los términos de la ley electoral, éste realizará sólo funciones de vigilancia de los aspectos financieros del Ayuntamiento en los términos que dispone el artículo 106-A de este Código.”

Los artículos 105 y 106 A del Código Municipal en consulta a su vez establecen las facultades de los regidores y del síndico de vigilancia; dichos preceptos literalmente dicen:

“ ARTÍCULO 105. Son facultades, competencias y obligaciones de los regidores:

I. Presentar al Ayuntamiento iniciativas de reglamentos, bandos de policía y buen gobierno y demás disposiciones administrativas de observancia general o, en su caso, de reformas y adiciones a las mismas, de conformidad con lo dispuesto en el título quinto de este código.

II. Vigilar que se cumplan los acuerdos y disposiciones del Ayuntamiento.

III. Vigilar los ramos de la administración o asuntos que les encomiende el Ayuntamiento a través de sus comisiones, y sus programas respectivos, proponiendo las medidas que estimen procedentes.
IV. Informar y acordar, cuando menos dos veces por semana, con el Presidente Municipal, acerca de las comisiones y asuntos que les fueren encomendados.

V. Presentar los dictámenes correspondientes a su comisión en los asuntos a tratarse durante las sesiones ordinarias y extraordinarias de cabildo, y deliberar y votar sobre los mismos

VI. Proponer al Ayuntamiento acciones o la formación de Comisiones especiales para el mejoramiento de los servicios públicos y para el desarrollo del Municipio.

VII. Solicitar y obtener del  tesorero municipal, la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 

VIII. Suplir las faltas temporales del Presidente Municipal, de acuerdo a lo que establece este código en materia de suplencias.

IX. Asistir a las sesiones de cabildo con voz y voto.

X. Concurrir a las ceremonias cívicas y a los demás actos oficiales a que fueren citados por el Presidente Municipal.

XI. Rendir los informes de los egresos generados en el presupuesto ejercido con motivo de las comisiones en que participen. 

XII. Las demás que les impusieren los reglamentos municipales.”

“ARTÍCULO 106-A. Son facultades, competencias y obligaciones de los síndicos de vigilancia de la primera minoría, sin detrimento de aquellas que correspondan al síndico de la mayoría:

I. Coadyuvar en la vigilancia de la correcta aplicación del presupuesto de egresos y, en su caso, asistir a las visitas de inspección que se hagan a la Tesorería del Municipio.

II. Vigilar que la cuenta pública municipal se integre en la forma y términos previstos en las disposiciones aplicables y se remita en tiempo al Congreso del Estado.

III. Participar, en los términos que correspondan, en la formulación del inventario de bienes muebles e inmuebles del municipio, los que deberán inscribirse en un libro especial con expresión y destino de los mismos, vigilando que dicho inventario esté siempre actualizado.

IV. Solicitar y obtener del tesorero municipal, la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión financiera municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

V. Asistir puntualmente a las sesiones del Ayuntamiento con voz y voto.

VI. Desempeñar las comisiones que le encomiende el Ayuntamiento.

VII. Las demás que determinen las leyes y reglamentos aplicables en materia de vigilancia financiera municipal.”

Establecido lo anterior, como fácilmente se advierte de los preceptos transcritos, ni en lo individual ni en lo colectivo, los regidores están facultados para formular denuncias con respecto a la legalidad de los acuerdos tomados en las sesiones de cabildo y mucho menos el síndico de vigilancia,  que sólo tiene funciones de vigilancia de los aspectos financieros del Ayuntamiento en los términos que dispone el artículo 106-A de este Código.

Así pues, si como los propios denunciantes lo manifiestan y enfatizan con negrita en el capítulo de derecho de su denuncia, las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite, resulta evidente que no se encuentran legitimados activamente para formular la denuncia que hacen.

En otro orden de ideas, en lo que a este órgano se refiere, si bien es cierto que conforme a la fracción XXXIX del artículo 67 de la Constitución Política local, el Congreso está facultado para velar por la observancia de la Constitución y las leyes, ello no significa que deba asumir funciones de órgano jurisdiccional en general, ya que esta función sólo le está reservada en tratándose de juicio político o para hacer la declaración de procedencia, como lo previene la fracción XXIX del precepto en cita, puesto que las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos, como lo previene el artículo 167 del  mismo ordenamiento, determinarán sus obligaciones para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos o comisiones, así como las sanciones administrativas aplicables por los actos u omisiones en que incurran, y los procedimientos y las autoridades que hayan de aplicarlas, por lo que desde el punto de vista pasivo, esta autoridad no está facultada para conocer de la denuncia en contra de la legalidad de las decisiones tomadas en la Sesión Extraordinaria de Cabildo de fecha 8 de octubre del año en curso,  presentada por algunos de los regidores del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo y por el Síndico de Vigilancia por lo que es el caso de emitir el siguiente:

DICTAMEN

PRIMERO. Por las razones expuestas en el considerando que antecede, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales se declara incompetente para conocer de la denuncia en contra de las decisiones tomadas en la Sesión Extraordinaria de Cabildo de fecha 8 de octubre del año en curso, formulada por los C. C. Jesús Humberto de la Garza Cárdenas, Julio Alejandro Martínez Martínez, Adriana Consuelo Pérez Salinas, Hexiquio Gómez Ambriz, Gabriela López Villarreal, Jorge Arturo Rosales Saade y Jesús Humberto González de León, Regidores y Síndico de Vigilancia del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, respectivamente.

SEGUNDO. Notifíquese el presente dictamen a los CC. Jesús Humberto de la Garza Cárdenas, Julio Alejandro Martínez Martínez, Adriana Consuelo Pérez Salinas, Hexiquio Gómez Ambriz, Gabriela López Villarreal, Jorge Arturo Rosales Saade y Jesús Humberto González de León, Regidores y Síndico de Vigilancia del Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, respectivamente mediante copia certificada que sea expedida por la Oficialía Mayor de este Congreso y envíese al domicilio que ocupa la Presidencia Municipal de Saltillo.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., diciembre 6 de 2004

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza 
Dip. Carlos Tamez Cuellar

            Coordinador

Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros
Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup
Dip. Jesús de león Tello

Dip. Fernando Salazar Fernández
Dip. Mary Thelma Guajardo Villarreal.

Dip. Evaristo Lenin Pérez rivera

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la LVI Legislatura del Congreso del Estado mediante el cual se resuelve el Punto de Acuerdo sobre "Informe de las obras realizadas ya realizarse con los recursos destinados del Estado, producto de los excedentes en los precios del petróleo del ejercicio fiscal anterior" el cual fue presentado por el Diputado Ramón Díaz Ávila del Partido del Trabajo. 

R E S U L T A N DO:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno el 11 de enero de 2005 se presento el Punto de acuerdo sobre "Informe de las obras realizadas ya realizarse con los recursos destinados del Estado, producto de los excedentes en los precios del petróleo del ejercicio fiscal anterior" el cual fue presentado por el Diputado Ramón Díaz Ávila del Partido del Trabajo. 

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Diputación Permanente se turnó el documento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y los efectos procedentes. 

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Que esta Comisión de Finanzas es competente para emitir el presente dictamen, lo anterior de conformidad por lo acordado por la Diputación Permanente así como por lo dispuesto por el artículo 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que el Punto de acuerdo en esencia señala lo siguiente: 

"Primero.- Solicítese a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado un informe pormenorizado de las obras realizadas y a realizarse con los recursos destinados a nuestro estado producto de los excedentes en los precios del petróleo del ejercicio fiscal anterior, así como los montos autorizados a nuestro estado y cuales fueron ejercidos. 

Segundo.- Túrnese la presente posposición de punto de acuerdo a la Comisión de Finazas del Congreso del Estado para su estudio y dictamen, así como para su debido seguimiento”: 

TERCERO. Esta Comisión de Finanzas reconoce la importancia de la información precisa de la transferencia de recursos obtenidos de los excedentes en ingreso por concepto de los precios del Petróleo. 

Así mismo reconoce necesario el conocimiento de la evaluación del impacto de estos recursos en los fondos o programas a que son destinados estos recursos. 

Por los anteriores motivos esta Comisión estima pertinente, someter a la consideración de la Diputación Permanente para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación, el siguiente: 

DICTAMEN

PRIMERO. La comisión de Finanzas considera procedente solicitar a la Secretaría de Finanzas un informe pormenorizado de las obras realizadas y a realizarse con los recursos destinados a nuestro estado producto de los excedentes en los precios del petróleo del ejercicio fiscal anterior, así como los montos autorizados a nuestro estado y cuales fueron ejercidos. 

SEGUNDO. Instrúyase a la Oficialía Mayor de este Congreso para que por su conducto se solicite dicha información. 

Así, lo dictaminan los diputados integrantes de la Comisión de Finanzas Dip. Salomón Juan Marcos Issa Coordinador, Dip. Latiffe Burciaga Neme, Dip. María Eugenia Cázares Martínez, Dip. Fernando de la Fuente Villarreal, Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal, Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera, Dip. Gabriel Ramos Rivera. 

Por la Comisión de Finanzas

Saltillo, Coahuila, 17 de Enero de 2005

__________________________

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

_____________________________              _______________________________

Dip. Latiffe Burciaga Neme 
Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez 

_____________________________              _______________________________

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal 
Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal 

_____________________________              _______________________________

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera 
Dip. Gabriel Ramos Rivera 

Dictamen de la Comisión Desarrollo Social de la LVI Legislatura del Congreso del Estado mediante el cual se resuelve el Punto de Acuerdo enviado por la Diputación Permanente el 07 Enero 2005,en el cual se trato lo relativo sobre el Maremoto en el Sur de Asia, planteado por el Diputado Samuel González Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional 

R E S U L T A N DO:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente se presento el Punto de acuerdo Planteado por el Diputado Samuel González Pérez, sobre El Maremoto en el Sur de Asia, presentándose el día 07 de Enero 2005 

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Diputación Permanente se turnó el documento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y los efectos procedentes. 

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Que esta Comisión de Desarrollo Social es competente para emitir el presente dictamen, lo anterior de conformidad por lo acordado por Diputación Permanente así como por lo dispuesto por el artículo 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que el Punto de acuerdo en esencia señala lo siguiente: 

El maremoto en el sur de Asia representa un desafió para la ayuda humanitaria. Hasta ahora se ha confirmado la muerte de más de 150,000 personas, pero se desconoce la magnitud de la tragedia para aquellos que continúan vivos. Amenaza de epidemias cólera, malaria falta de agua y alimentos, por los que organizaciones y gobiernos han lanzado lo que denominan como el operativo de ayuda humanitaria más grande de la historia. 

Sin embargo, otras grandes tragedias han demostrado que le interés inicial se desvanece con el paso del tiempo, y recuerdan que los sobrevivientes del Terremoto en la ciudad Iraní de BAM- que hace un año dejo 30,000 muertos- aun viven en refugios. 

Creo que todavía el mundo no ha ha asimilado la magnitud de la tragedia. A pesar de hablar de globalización en todos los aspectos no pensamos que esta en una tragedia del mundo, es de todos. En desastres de este tipo, el agua potable es prioridad 1, el siguiente los alimentos, medicinas y ropa, el dolor causado por la tragedia es muy grande, difícil de superar, por que ha extralimitado todo dolor humano, no existe palabra de conduelo para estos casos, todo lo que se diga seria poco para amilanar lo sucedido. Tendríamos que sentarnos a pensar de lo ocurrido ya que es sin duda la tragedia mas grande de los últimos tiempos, ¿No será que es una advertencia de la naturaleza hacia los seres humanos para respetarla mas y así aprender a colaborar entre personas o que el corazón se nos abra por fin hacia los demás?, no descuidemos nuestros lugares pongámonos a pensar solo un poco. 

Algo de lo que se podría hacer, es juntar ropa, medicinas, alimentos, agua y donaciones en efectivo, así como todos lo necesario para poderlo enviar a los Damnificados y lograr que la gente tenga de lo que ahora carece. Hay que ser solidarios en estos momentos que la naturaleza nos pone a prueba. 

Los medios de comunicación tienen el poder y la responsabilidad de no permitir que el mundo olvide las tragedias de la humanidad. Su papel debe ser informar los hechos y mantener el interés del mundo informado permanentemente sobre la recuperación y las necesidades del las poblaciones afectadas, labor que debe durar años para que no se olviden que hay gente necesitando ayuda. 

Lo ocurrido en Asia en simplemente inimaginable, una tragedia humana que recién empezaremos a conocer; solo por aportar un dato mas quiero agregar que la economía pesquera y turística de esos países "ya no existe", desapareció, hombres e infraestructura; en gran parte de esta actividad dependían. 

Por lo anteriormente expuesto esta fracción parlamentaria por mi conducto proponemos ante ustedes el Siguiente. 

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO .-Que este Congreso del Estado de Coahuila envié un atento exhorto a los 38 Ayuntamientos del Estado de Coahuila con la finalidad de que apoyen con la instalación de centros de acopio para las recolección de material, alimentos, medicinas etc. Para que sean enviados a las Cruz Roja Internacional y puedan llegarles a los damnificados en el sur de Asia, esta ayuda solidaria de todos los Coahuilenses. 

SEGUNDO.- Que esta congreso del Estado de Coahuila envié un atento exhorto a los sectores de la sociedad Coahuilense como son; Iniciativas Privadas. Universidades e Instituciones de Beneficencia para que contribuyan con un donativo para apoyar a los damnificados de Asia, en la cuenta 402895151 del Banco HSBC A Nombre dela Cruz Roja Mexicana.

TERCERO.  Una ves que el asunto fue discutido por los integrantes de la Comisión, se determino someter a consideración de la Diputación Permanente, para su resolución y en su caso, aprobación, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO. Que este Congreso del Estado de Coahuila envíe un atento exhorto a los 38 Ayuntamientos del Estado de Coahuila con la finalidad de que promuevan y apoyen instalaciones de Centros de Acopio en coordinación con el Voluntariado de Coahuila, para la recolección de material, alimentos, medicinas, etc. Para que sean enviados a la Cruz Roja Internacional a través del Voluntariado Coahuila y puedan llevarle a los damnificados en el Sur de Asia, esta ayuda solidaria de todos los coahuilenses.

SEGUNDO. Que este Congreso del Estado de Coahuila envié atento exhorto a los sectores de la sociedad coahuilense como son; Iniciativa Privada, Universidades, e Instituciones de Beneficencia para que contribuyan con un donativo para apoyar a los damnificados de Asia en la cuenta  a nombre de la Cruz Roja Mexicana y las que el Voluntariado  de Coahuila señale.

Así lo dictaminan los Diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo Social.

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal.

Coordinador

Dip. Martha Loera Arambula                          Dip. Rubén Rentaría Rodríguez

Dip. Jesús Alfonso Arreola Pérez               Dip. Hugo Héctor Martínez González

Dip. Ramiro Flores Morales                       Dip. Manuel Cutberto Solís Oyervides

Dip. Jesús de León Tello                           Dip. Ma. Beatriz Granillo  Vázquez

Dip. Gregorio Contreras Pacheco.             Dip. Ramón Díaz Ávila.

Saltillo, Coahuila a 18 de enero 2005

Por el grupo Parlamentario “Luis Donaldo Colosio Murrieta” del Partido Revolucionario Institucional.

DICTAMEN de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura a la proposición con Punto de Acuerdo relativo al Caso de la menor Silvia Sthephanie Sánchez Biseca Ortiz desaparecida en Torreón.

R E S U L T A N D O

UNICO: Que en la sesión del 7 de enero del año 2005 y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se turnó por la Diputación Permanente a la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura la proposición con punto de acuerdo que se describe en el considerando segundo de este dictamen. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO: Que esta comisión es competente para conocer del asunto en cuestión en virtud de lo dispuesto en el artículo 41 y 42 numeral 3 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado publicada en fecha 6 de septiembre de 199 I de conformidad con lo dispuesto al artículo quinto transitorio de la Ley Orgánica del Congreso del Estado que entró en vigor a partir del 1° de enero del 2005. 

SEGUNDO.- Que el texto íntegro de la proposición con punto de acuerdo en estudio para dictamen es el siguiente: 

"La desaparición de diversas jóvenes en la Comarca Lagunera, fue tema debatido durante el mes de Noviembre; hasta la fecha la jovencita torreonense SIL VIA STEPHANIE SÁNCHEZ VIESCA ORTIZ continua desparecida. Sin embargo no han cesado los esfuerzos por parte de sus familiares y amigos por lograr dar con su paradero. 

Afortunadamente la jovencita de la Ciudad de Gómez Palacio Alejandra Roque Ramírez, fue localizada en el sur del País, desafortunadamente no ha ocurrido lo mismo con Silvia Stephanie cuya desaparición ocurrió hace dos meses, sin que la Procuraduría General de Justicia del Estado cuente con pistas concretas sobre el paradero de la joven.

Es necesario mencionar que los mismos agentes de la Procuraduría General de Justicia del Estado, a quienes les fue encomendada la investigación de la Desaparición de "FANNY" han mencionado que no cuentan con los recursos económicos, materiales y humanos para realizar una mejor labor. Ante tal situación es necesario solicitar al Licenciado Oscar Calderón Sánchez, Procurador de Justicia en el Estado, la destinación de mayores recursos económicos, materiales y humanos para la investigación de la desaparición de SILVIA STEPHANIE SÁNCHEZ VIESCA ORTIZ; la comunidad lagunera sin lugar a dudas, sabrá reconocer el esfuerzo que se realice por parte de la Procuraduría para la resolución satisfactoria de este caso que ha conmocionado a la comunidad lagunera en general. 

Es por todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 67 fracción XX de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los artículos 49 fracción IV, 249,250 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se presentan las siguientes, 

PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO: 

Primero.- Que este Poder Legislativo, solicite atentamente a la Procuraduría General de Justicia la destinación de mayores recursos económicos, materiales y humanos para la investigación de la desaparición de la jovencita torreonense SILVIA STEPHANIE SÁNCHEZ VIESCA ORTIZ.
Segundo.- Se turne el presente asunto a la Comisión de Justicia para su estudio, discusión y para la emisión del dictamen correspondiente."

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión coincidimos con la necesidad de que se realicen acciones administrativas con la finalidad de dar con el paradero de la menor SILVIA STEPHANIE SÁNCHEZ VIESCA ORTIZ. 

Consideramos que los hechos sucedidos en la comarca lagunera han sido de relevancia según la opinión pública y de tratarse de algún ilícito, debe darse ejemplo de eficiencia en la procuración de justicia y dado que los mismos servidores públicos de la Procuraduría han señalado que el impedimento para localizar a la menor es eminentemente presupuestal, es adecuado que este Congreso con fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política del Estado en su artículo 67 fracciones XXXIX y XLVII, solicite a la Procuraduría General de Justicia en el Estado, que acorde con las normas jurídicas vigentes, se dediquen los recursos humanos, financieros y materiales necesarios para la localización la menor. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura proponemos al Pleno el siguiente proyecto de: 

ACUERDO

UNICO.- Este H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 67 fracciones XLVII y XXXIX, hace un llamado al Titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado para que, dentro de lo dispuesto por el artículo 102 de la Constitución Estatal y demás legislación vigente, destine los recursos materiales, humanos y financieros necesarios para la localización de la menor SILVIA STEPHANIE SÁNCHEZ VIESCA ORTIZ.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura. 

ATENTAMENTE

SALTILLO, COAH A 17 DE ENERO DEL 2005

COMISIÓN DE JUSTICIA

Dip. Jesús de León Tello

Coordinador

Dip. Hugo Héctor Martínez González
Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Carlos Tamez Cuellar
Dip. Miguel Felipe Mery Ayup

Dip. Gabriel Ramos Rivera
Dip. Luis F. Salazar Fernández

Dip. Ma. Beatriz Granillo Vázquez
Dip. Ramón Díaz Ávila

